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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 47
               Diciembre 3,4 y 5 de 2013

 


LA CORTE CONSTITUCIONAL REITERÓ LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD PARA ACUMULAR LOS TIEMPOS DE SERVICIO EFECTIVAMENTE LABORADOS COMO SERVIDORES PÚBLICOS A EFECTO DEL RECONOCIMIENTO DE LA PENSIÓN DE VEJEZ
	X. EXPEDIENTE T-3894950 - SENTENCIA SU-918/13 (Diciembre 5) 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 




La Corte Constitucional amparó los derechos fundamentales de una persona a quien le había sido negada la pensión de vejez argumentando que no podían computarse tiempos cotizados al Seguro Social con los laborados a una entidad pública pero no cotizados a ninguna caja de previsión social. 

La Sala Plena de la Corte Constitucional verificó que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia incurrió en el defecto de violación directa de la Constitución y en el desconocimiento del precedente constitucional. Consideró que se aplicó un precepto abiertamente inconstitucional (artículo 5º del Decreto 2709 de 1994), el cual ha sido inaplicado en reiteradas oportunidades mediante el mecanismo de excepción de inconstitucionalidad. Determinó que en virtud del principio de favorabilidad laboral debe interpretarse que los trabajadores pueden acumular, para efecto del reconocimiento de la pensión, los tiempos de servicios efectivamente laborados como servidores públicos remunerados, aunque estos no hubieren sido cotizados a ninguna cada de previsión o el ISS (de acuerdo con el parágrafo 1º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993). 

La Corporación concedió el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, a la seguridad social y al mínimo vital de la señora María Lissie Uribe Carvajal y, en consecuencia, dejó sin efecto la sentencia del 6 de marzo de 2012, proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en el proceso ordinario laboral iniciado contra el Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones. De igual modo, dejó en 

firme el fallo proferido en segunda instancia por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, el 12 de noviembre de 2009. En consecuencia, ordenó al Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones E.I.C.E., que en el término de quince (15) días siguientes a la notificación cumpla las órdenes contenidas en dicha providencia. 

Finalmente, la Corte ordenó al Gerente del Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones, que, dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación de esta providencia, remita a la Corte Constitucional copia del acto administrativo mediante el cual dé cumplimiento a lo anterior, con constancia de su notificación a los interesados. 

 Salvamento de voto parcial 
El magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo expresó su discrepancia parcial con la decisión de mayoría, la cual se contrae a lo siguiente: 

Si bien el magistrado Mendoza Martelo participó de la conclusión a la que llegó la Sala Plena de amparar el derecho fundamental de la demandante a la seguridad social y al mínimo vital, por las razones de que da cuenta la posición prevalente, con el mayor comedimiento estimó que en este caso se imponía que la Corte directamente ordenara la ISS o a quien haga sus veces, reconocer la prestación correspondiente desde cuando el derecho se causó, limitándose la decisión a ese específico punto que fue precisamente y no otro el que se dilucidó en la providencia. En su concepto, resulta inconcebible asimilar el que en esta oportunidad, no obstante que la sentencia que se revive, para confirmarla, y que ya venía casada, quede en firme, sin que se pare mientes en torno a que incorpora dos resolutivos que gravan pecuniariamente, de forma ostensible, el patrimonio del ISS o quien haga sus veces, sin que se diga nada al respecto. 

Con tal manera de proceder, consideró el magistrado Mendoza Martelo se estaba desconociendo el derecho de defensa y al debido proceso del ISS o de quien haga sus veces en este juicio de control concreto de constitucionalidad en la medida en que indirectamente se le están imponiendo dos condenas adicionales, como son unos salarios moratorios y una condena en costas, sin motivar el por qué resultan procedentes. En otras palabras, esta Corte omite decir qué la condujo a avalar las aludidas condenas como sí lo hizo respecto del derecho que tenía la demandante al reconocimiento de su pensión de vejez. Tal antinomia se hubiese evitado si la Corte, directamente, hubiese reconocido el derecho pensional que fue lo que específicamente examinó limitando su pronunciamiento a ese punto. Máxime cuando, a su juicio, no se dan los presupuestos jurídicos para avalar esas otras condenas aun cuando hubiese sido objeto de análisis.
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